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DERECHO COLECTIVO AL ACCESO A LOS SERVICIOS PÚBLICOS Y A QUE SU PRESTACIÓN SEA EFICIENTE Y OPORTUNA. “[F]ue errada la valoración probatoria que hizo el juzgado de primera sede, y que contrario a la conclusión que contiene el fallo que se revisa, la parte demandada no demostró haber dado cumplimiento a las exigencias del artículo 8 de la ley 982 de 2005, en las instalaciones en la que presta sus servicios en el municipio de La Virginia, en la dirección en la que se practicó la inspección judicial. (…) [N]o se acreditó que alguno de ellos reuniera las características para actuar como intérprete o guía intérprete, ni que prestara sus servicios en la última dirección indicada; tampoco que se haya fijado en lugar visible la información correspondiente, con plena identificación del lugar o lugares en los que podrán ser atendidas las personas sordas y sordociegas y no es precisamente una capacitación lo que manda hacer la norma que se dice incumplida. (…) Puede entonces decirse que la entidad demandada no ha adoptado las medidas previstas por la ley para restablecer el equilibrio roto en la prestación de los servicios que ofrecen a la población de que se trata y en esas condiciones ha desconocido el derecho colectivo que tienen de acceder a ellos en forma eficiente y oportuna, de acuerdo con el literal j), artículo 4º de la ley 472 de 1998 y ha incumplido el compromiso social para respetar el derecho a la igualdad que demandan las personas con esa discapacidad. (…) En consecuencia, le asistió razón al actor al formular la acción popular en procura de preservar los derechos de ese grupo poblacional, pues la entidad accionada desconoció los derechos que tienen las personas sordas y sordociegas a acceder a los servicios que ofrece, en similares condiciones a quienes no padecen esa clase de discapacidad. ”.
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RESUMEN DEMANDA PRESENTADA EL 26 DE MARZO DE 2015

HECHOS: La entidad demandada presta los servicios públicos en el inmueble ubicado en la “carrera 8ª contiguo a la nomenclatura 6-27 del municipio de La Virginia, sin que cuente con un profesional intérprete, guía intérprete de planta y permanente, señales luminosas, sonoras y avisos visuales, necesarios para la atención de personas sordas, sordociegas o hipoacústicas, como lo dispone el artículo 8 de la Ley 982. 

Considera el actor lesionados los derechos colectivos consagrados en los literales m), d), i) de la Ley 472, en concordancia con el artículo 13 de la Constitución Nacional, Ley 361, la Declaración de los Derechos Humanos, la Declaración de los Derechos del Deficiente Mental, la Declaración de los Derechos de las Personas con Discapacidad, el Convenio sobre Readaptación Profesional y el Empleo No. 159 y la Declaración de Sundberg, proclamada en Torremolino, Málaga (España). 
PRETENSIONES: Ordenar a Comfamiliar Risaralda, sucursal del municipio de La Virginia, contrate de planta un profesional intérprete y guía intérprete para personas ciegas y sordo-ciegas y fijar un aviso sobre el lugar donde serán atendidos. Igualmente se le condene en costas.

RESPUESTA DE LA ACCIONADA: Manifestó que no era cierto el hecho en que se fundamentaron las pretensiones, a cuya declaratoria se opuso y como excepción de fondo formuló la que denominó “Cumplimiento de la norma referida en la demanda” que sustentó con el argumento de que para cumplir su objeto social en los diferentes municipios del Risaralda, en especial, La Virginia, cuenta con un Centro Integral de Servicios; en atención a lo estipulado en el artículo 8º de la ley 982 de 2005, desde el año 2011 viene trabajando en el tema de aumento de la competencia de su personal a través del Plan Interno de Capacitación y en especial en la formación de lenguas de señas colombianas, a través de ASIR, Asociación de Intérpretes de Risaralda, entidad avalada y certificada para prestar esos servicios de capacitación; como resultado de esa capacitación, a la fecha se encuentran 73 personas vinculadas a Comfamiliar con las competencias necesarias para atender a la población sorda y sordo ciega que lo requiera y tiene empleados con esa discapacidad. 
SENTENCIA : Se profirió el 14 de diciembre de 2016. En ella, el señor Juez Promiscuo del Circuito de La Virginia resolvió declarar probada la excepción de cumplimiento de la norma referida en la demanda y en consecuencia que la demandada no está violentando o poniendo en peligro sin justa causa, los derechos colectivos a la accesibilidad de las personas en situación de discapacidad, ciegas, sordo ciegas o hipoacusias, en los términos expuestos por el accionante y de conformidad con lo expresado en la parte motiva de esta providencia y condenó en costas al demandante.

Para decidir así, consideró que de acuerdo con las exposiciones de los funcionarios de la entidad accionada en la inspección judicial, no existen circunstancias atribuibles a una actitud de discriminación de las personas con discapacidad, porque son atendidos de manera oportuna, inmediata y eficiente, además cuenta con personal capacitado para atender a los ciudadanos que requieran lenguaje de señas.
RECURSO DE APELACIÓN: “en la inspección judicial que hizo el operador judicial se probó la vulneración, la amenaza y el agravio, empero nada se amparó, situación curiosa que pase en este Juzgado a quo casi la mayoría de las veces. Olvidó el Juzgador a quo que pese a ser mi acción constitucional, una afirmación indefinida o indeterminada la carga de la prueba se invierte y le corresponde a la entidad demandada probar lo (sic) supuesta vulneración, máxime cuando estamos hablando de raigambre constitucional, nunca lo hizo, se limitó simplemente aportar, creo yo, que está aportado dentro de la traba de la litis un certificado, una constancia, un convenio, un acuerdo, una prestación de servicio con una entidad que se llama ASIR, pero finalmente referente a ASIR, una asociación, debe ser de discapacitados de sordos del Risaralda, esta entidad en ninguna parte tiene permiso, licencia o autorización del Ministerio de Educación Nacional”. (Lee el contenido del oficio expedido por el Ministerio de Educación el 15 de febrero de 2017, con destino a la Juez Tercero Civil del Circuito de Pereira, en respuesta a una solicitud dentro de una acción constitucional, relacionada a la falta de competencia del Instituto Nacional de Sordos (INSOR), para expedir permisos temporales a personas para desempeñarse como intérprete oficial de lenguaje de señas en Colombia o guía intérprete. También, la comunicación 2016-ER01-600-02 del 04 de marzo de 2016, donde informa al señor Juan Carlos Sarmiento, igual situación, advirtiendo que de acuerdo con la Resolución 5452 del 18 de marzo de 2012, la única institución calificada para ofrecer el programa de Tecnología en Interpretación para sordos y sordociegos es la Universidad del Valle). “Finalmente quiero hacer también énfasis acerca de las pruebas que se tuvieron que valorar y tenido en cuenta dentro de la traba de la litis del cual el Juzgado a quo no observó (Lee la Sentencia T-010 de 2011, en la que la Corte Constitucional  consideró que como la Sala Civil del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá incurrió en una vía de hecho por defecto sustantivo, al darle un alcance distinto y restrictivo de los derechos de las personas con discapacidad física a las normas urbanísticas que regulan la accesibilidad en lugares abiertos al público, ordenó que debía valorar nuevamente las pruebas y principios de prueba aportados al proceso y decretar  las necesarias para verificar si se ha producido la vulneración del derecho colectivo al espacio público). “El Juzgador a quo no debió darle valor probatorio únicamente a las aportadas por la parte demandada porque finalmente pese a que lo taché de falso y dije que no tenía autoridad, permiso del Ministerio de Educación, quien ha dicho a saciedad que esta es una profesión y hago énfasis su excelencia que debe ser una profesión porque el día de mañana o hoy mismo podría decir yo que soy intérprete o guía intérprete y que puedo atender a equis cantidad de personas, o algo peor, podría llegar a contratarme en el Honorable Tribunal para atender a las personas, y algo peor a cobrar. Sus señorías, me ha parecido curioso que se permitan que atiendan a los ciudadanos por internet supeditado a que haya energía, de que haya sistema, de que tengamos red, de que tengamos otras cosas múltiples que la ley y el legislador nunca contempló, mas sin embargo algunas sentencias han amparado esta situación. Me preguntaría yo como ciudadano, con todo respeto de la Sala Tripartita, cómo atenderían a un ciudadano sordo ciego, pues esto sería más poderoso que Jesús, Alá, Buda o Jehová que llegarían y de una vez tendría visión o tendría audición el señor, por eso la ley fue clara en determinar “intérprete y guía interprete” se supone que guía interprete es el que toma, sujeta, muestra y describe con palabras el entorno físico o geográfico en que se encuentra el ciudadano con este tipo de limitaciones. Pienso yo, que el Juzgador a quo debió aplicar el artículos 168, 167, 169 y 170 del CGP como tanto gusto ha de aplicar, porque he sabido que el mismo Juzgador ha decretado nulidad, ha dado un desistimiento tácito, figura que no existe en la Ley 472 de 1998; si está bien que el CGP es una ley general, pero con todo respeto su excelencia, estamos aquí frente a una ley de raigambre constitucional, es más, si yo no hubiera asistido como lo dicho por problemas de seguridad, como lo dice el profesor Edgardo Villamil Portilla, de oficio, porque no esto no es legal, estas acciones no son legales, esto son constitucionales se debe hacer la alzada. Su señoría creo que ha quedado claro de la vulneración de la documentación que fue aportada no se le puede dar validez porque hay documentos a saciedad los cuales aportaré al despacho terminada la audiencia para que obre en ella, donde el Ministerio dice que no ha autorizado absolutamente a entidad alguna, por lo demás sus señorías solicito se revoque la sentencia, sea condenado en doble instancia, no solamente la entidad demandada, sino el municipio porque si el municipio es vinculado, el municipio dilata, el municipio contesta, el municipio se le corren términos, puede actuar, para mí vinculado es parte, y si es parte permitió la vulneración y violación de los derechos intereses en su territorio, la Ley 734 de 2012 es clara, la Ley 472 de 1998, es clara, no podemos tenerlos solo como convidados de piedra, cual estatua de marfil, como si fueran la Procuraduría y el Ministerio Público, que vuelvo y repito brillan por su ausencia. La Ley 472, es clara, por favor compulsemos copias a la Procuraduría para que destituyan a estos funcionarios que finalmente están pagando con los impuestos míos y estamos pagado al funcionario que hoy no vienen a una obligación de ley. Su señoría, solicito por favor, igualmente y que quede constancia dentro de la audiencia que de prosperar mi acción, me amparo en el artículo 365 numeral 4 para que la honorable señoría liquide las agencias en derecho en esta instancia, finalmente como lo ha hecho en muchas audiencias de Apia y de otros municipios donde se hizo, porque si lo hiciera en un auto diferente a la sentencia no tendría yo la forma de reponer y apelar y la apelación frente al auto que liquida las costas, por supuesto que existe en el CGP. No me explico por qué no lo han concedido pese a que me terminan mis procesos con el CGP, desistimiento tácito, figura inexistente y pero en las costas ahí sí dicen que la norma es autónoma, autodidáctica y que prima porque es una ley especial. Su señoría, solicito siendo así, que liquiden las agencias en derecho en esta instancia; de no ampararse mi acción desde ya solicito recurso extraordinario de casación y solicito por favor que se me dé seguridad jurídica por la Sala en el sentido que se me explique en qué forma se concede la alzada, si siempre se aplica el artículo 367 de la Ley especial 472, ya habido muchos procesos donde dicen que no, que es suspensivo, que es devolutivo, entonces no hay claridad pese a que no hay vacío axiológico ni hay laguna como tal en la ley 472 de 1998. Su señoría, si por favor se van a tomar un receso para dictar sentencia me gustaría por favor que quedara consignado en qué normas se amparan para que en la audiencia no se dé continuidad y por celeridad se debe haber una sentencia de mérito frente a la inhibitoria que hemos tenido en este momento (…)”. (Tiempo 00:04:36 y 19:20 registro de la audiencia).

Se declaró desierto el recurso de apelación interpuesto contra la condena en costas, porque el demandante se abstuvo de sustentar  el reparo que formuló al impugnar la sentencia objeto de revisión, conforme lo reclama el artículo 322 del CGP. 

Antes de dictar sentencia se procede a resolver las solicitudes formuladas por el demandante en escrito que obra a folio 19 del cuaderno No. 2. La primera, relacionada con dar aplicación al artículo 121 del CGP, se niega porque no se dan los supuestos previstos por esa disposición para el efecto pretendido por el actor. Sobre la segunda, en la que pide se le informe la norma en que se fundamenta la Sala para suspender la audiencia de alegatos con el fin de dictar el fallo, se abstiene esta magistrada de emitir algún pronunciamiento, porque ya se resolvió en la diligencia pasada.
SENTENCIA
Procede la Sala a pronunciar el fallo de segunda instancia que se aprobó, según acta No. 276 del 26 de los corrientes, con motivo del recurso de apelación que interpuso el demandante, señor Javier Elías Arias idárraga, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, el 14 de diciembre de 2016, en la acción popular que inicio  contra Comfamiliar Risaralda, sucursal de La Virginia, ubicada en la carrera 8ª, contiguo al número 6-27.

1. El demandante está legitimado para iniciar la presente acción popular de conformidad con el numeral 1º del artículo 12 de la ley 472 de 1998 que autoriza iniciarla, entre otros, a toda persona natural, sin que sea necesario demostrar un interés especial diferente al de proteger los derechos colectivos.

También lo está Comfamiliar Risaralda, sucursal del municipio de La Virginia de acuerdo con el artículo 14 de la misma ley, según el cual la acción popular se dirigirá contra el particular, persona natural o jurídica, o la autoridad pública cuya actuación u omisión se considera que amenaza, viola o ha violado el derecho o interés colectivo y porque esa entidad fue citada como la persona jurídica que lesiona aquellos cuya protección se reclama.
2. De acuerdo con los planteamientos del impugnante, corresponde a esta Sala resolver en primer lugar si se probó en el proceso, como lo concluyó el funcionario de primera sede, que la entidad demandada ha dado cumplimiento al artículo 8º de la ley 982 de 2005, o si, como lo aduce el impugnante, de ello no hay prueba en el plenario.

3. Las acciones populares fueron consagradas en el artículo 88 de nuestra Constitución Nacional para la protección de los derechos e intereses colectivos. Esa disposición fue reglamentada mediante la Ley 472 de 1998 que las define en su artículo 2º como mecanismos para la protección de los derechos e intereses de aquella naturaleza y que se ejercen para evitar el daño contingente, hacer cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre tales derechos e intereses, o restituir las cosas a su estado anterior cuando fuere posible. 

El artículo 13 de la Constitución Política consagra como derecho fundamental el de la igualdad de todas las personas ante la ley e impone como obligación a cargo del Estado, promover las condiciones para que ese derecho sea real y efectivo, así como proteger a aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta.

En armonía con ese precepto, el artículo 47 de la misma Carta expresa que corresponde al Estado adelantar una política de previsión, rehabilitación e integración social para los disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos, a quienes se les debe prestar la atención especializada que requieran. 

En desarrollo de esas normas superiores el legislador expidió la ley 361 de 1997 para proteger a una población minoritaria, en condiciones de vulnerabilidad, por la cual se “establecen mecanismos de integración social de las personas con limitación y se dictan otras disposiciones”, que en el artículo 2º impuso como obligación al Estado garantizar y velar “porque en el ordenamiento jurídico no prevalezca discriminación sobre habitante alguno en su territorio, por circunstancias personales, económicas, físicas, fisiológicas, síquicas, sensoriales y sociales” y en el 3º dispuso que “El Estado Colombiano inspira esta ley para la normalización social plena y la total integración de las personas con limitación …”.

Por su parte, el artículo 8º de la ley 982 de 2005 indica: “Las entidades estatales de cualquier orden, incorporan paulatinamente dentro de los programas de atención al cliente, el servicio de intérprete y guía intérprete para las personas sordas y sordociegas que lo requieran de manera directa o mediante convenios con organismos que ofrezcan tal servicio. De igual manera, lo harán las empresas prestadoras de servicios públicos, las Instituciones Prestadoras de Salud, las bibliotecas públicas, los centros de documentación e información y en general las instituciones gubernamentales y no gubernamentales que ofrezcan servicios al público, fijando en lugar visible la información correspondiente, con plena identificación del lugar o lugares en los que podrán ser atendidas las personas sordas y sordociegas.”.

De acuerdo con esa disposición, las entidades prestadoras de servicios públicos están en la obligación de proporcionar los servicios de intérprete y guía de intérprete a las personas que presenten discapacidad auditiva y de escucha, fijando en lugar visible la información correspondiente con identificación del lugar o lugares donde podrán ser atendidas. 

Para el juzgado está probado que la entidad accionada dio cumplimiento al precepto de que se trata, con la inspección judicial que practicó en el curso del proceso. Empero, a juicio de la Sala ello no aconteció por las siguientes razones:

a) Aunque en el escrito por medio del cual se promovió la acción se expresó que la oficina de Confamiliar que incumple la norma multicitada se encuentra ubicada en la carrera 8ª, sin número, contiguo al 6-27 de La Virginia, la inspección judicial se practicó, sin fundamento alguno, en  la carrera 7 Transversal 6-16 de ese lugar.

b) Aceptando en gracia de discusión que en esa dirección es en la que presta sus servicios la entidad demandada, tampoco se probó lo que era menester en esta causa. En efecto, dejó constancia el juzgado en ese acto
 que el lugar no cuenta con señales luminosas,  sonoras, avisos visuales para garantizar la atención de los ciudadanos sordos, sordociegos e hipoacúsicos y que tampoco cuenta con intérprete y guía intérprete de planta permanente para atender a las personas con capacidad auditiva y visual disminuidas, aunque obtuvo manual para la atención a personas en discapacidad. Sin embargo, a pesar de lo que pudo percibir de manera personal y directa en ese acto: la ausencia de intérprete y guía intérprete, declaró probada la excepción de “cumplimiento de la norma referida en la demanda, invocada por la parte accionada”. 
A ello además procedió con sustentó en constancia que dejó en el acta, de acuerdo con el audio que obra en el disco compacto que se adosó al expediente antes del folio 1 del cuaderno principal, según la cual, Confamiliar tiene sus intérpretes en la ciudad de Pereira, los que se ubican por medio telefónico para que puedan atender a los usuarios de La Virginia, al parecer con fundamento en las manifestaciones de la señora Beatriz Elena Mesa Valencia, auxiliar administrativa de esa entidad en el municipio de La Virginia, que así, dijo, era el procedimiento de atención a las personas sordas, sordo ciegas e hipoacúsicas en ese último lugar, pero sin que hubiese advertido el juez, por sus propios sentidos, que de esa forma fueran las cosas.

c. La información que le brindó la citada señora, de acuerdo con el mismo audio, se obtuvo a pesar de que el juzgado nunca decretó su testimonio y tampoco se cumplió ninguna de las formalidades propias de esa prueba, al escucharla, que consagraban los artículos 227 y 228 del Código de Procedimiento Civil, vigente para la fecha en que se practicó. Por todas esas razones, se concluye que se trata de una prueba nula, de pleno derecho, porque se obtuvo con violación al debido proceso, de acuerdo con el último inciso del artículo 29 de la Constitución Nacional.

A la misma conclusión se llega respecto de los  documentos que al parecer se recogieron en el curso de la inspección judicial, que obran en otro disco compacto, también antes del folio 1 del cuaderno principal, porque tampoco ordenó el juzgado tenerlos como prueba y por ende, se privó al actor la oportunidad de controvertidos. Y respecto a un “manual para la atención a personas con discapacidad”, que también le sirvió de fundamento al juzgado para declarar probada la excepción que propuso la parte demandada, porque tal documento ni siquiera obra en el proceso.

De acuerdo con lo expuesto, puede decirse que fue errada la valoración probatoria que hizo el juzgado de primera sede, y que contrario a la conclusión que contiene el fallo que se revisa, la parte demandada no demostró haber dado cumplimiento a las exigencias del artículo 8 de la ley 982 de 2005, en las instalaciones en la que presta sus servicios en el municipio de La Virginia, en la dirección en la que se practicó la inspección judicial.
Tampoco en la carrera 8ª sin número, contiguo al 6-27. En efecto, en el escrito por medio del cual se formuló la acción expresó el actor popular que la parte demandada no ha dado cumplimiento al artículo 8º de la ley 982 de 2005, y al responder la demanda, la entidad accionada sustentó su defensa en argumentos distintos al de haber atendido el deber que le impone la norma citada.
Concretamente alegó que desde 2011 viene trabajando en el tema del aumento de la competencia  de su personal a través del Plan Interno de Capacitación y en especial, en la formación de Lenguas de Señas Colombianas, por medio de la Asociación de Intérpretes de Risaralda –ASIR-; como resultado de esa capacitación, se encuentran setenta y tres personas vinculadas a la entidad, con la competencia necesaria para atender a las personas sordas y sordociegas que lo requieran; además, tienen empleados con esa discapacidad. 
Sin embargo, la circunstancia de que algunos de los empleados de la entidad hayan recibido capacitación en lengua de señas colombianas como se alegó en el escrito por medio del cual se respondió la demanda, hecho que se pretendió acreditar con los documentos que se aportaron con el escrito por medio del cual se formuló la acción, que obran a folios 15 a 61 del cuaderno principal y que tampoco ordenó tener como pruebas el juez de primera instancia, no satisface la obligación impuesta por el artículo 8º de la ley 982 de 2005 que ordena incorporar paulatinamente, dentro de los programas de atención al cliente, el servicio de intérprete y guía intérprete, los cuales define el artículo 1º de la misma ley, en su orden, como aquellas personas “con amplios conocimientos de la Lengua de Señas Colombiana que puede realizar interpretación simultánea del español hablado en la Lengua de Señas y viceversa” y que realizan “una labor de transmisión de información visual, comunicación y guía en la movilidad de la persona sordociega, con amplio conocimiento del Castellano, la Lengua de Señas, táctil, en campo visual reducida y demás sistemas de comunicación que requieren las personas sordociegas usuarias de castellano y/o Lengua de Señas”, pues no se acreditó que alguno de ellos reuniera las características para actuar como intérprete o guía intérprete, ni que prestara sus servicios en la última dirección indicada; tampoco que se haya fijado en lugar visible la información correspondiente, con plena identificación del lugar o lugares en los que podrán ser atendidas las personas sordas y sordociegas y no es precisamente una capacitación lo que manda hacer la norma que se dice incumplida.
El espíritu de la norma no es otro que equiparar las personas sordas, sordociegas e hipoacúsicas con las que no padecen esa clase de limitaciones, fin que se logra eliminando las barreras que imponen la falta de audición y de visión, acudiendo a los mecanismos previstos por el legislador que les permita establecer canales de comunicación con su entorno, de manera tal que esa población pueda acceder en forma autónoma a los servicios que la entidad accionada ofrece, para lo cual es menester que cuenten con el servicio de intérpretes y guías intérpretes, servicio del que carecen en la sede de Confamiliar de que se trata. 

Puede entonces decirse que la entidad demandada no ha adoptado las medidas previstas por la ley para restablecer el equilibrio roto en la prestación de los servicios que ofrecen a la población de que se trata y en esas condiciones ha desconocido el derecho colectivo que tienen de acceder a ellos en forma eficiente y oportuna, de acuerdo con el literal j), artículo 4º de la ley 472 de 1998 y ha incumplido el compromiso social para respetar el derecho a la igualdad que demandan las personas con esa discapacidad. 
Al respecto dijo la Corte Constitucional en sentencia T-006 de 2008
 que se transcribe en algunos de sus apartes: 

“Uno de los colectivos más afectados por situaciones formales de igualdad pero reales de exclusión y discriminación son las “minorías discretas u ocultas”, integradas por las personas que tienen una discapacidad o desventaja grave o profunda en el habla, el oído o la visión
. Se trata de personas cuyas necesidades básicas quedan sujetas a la misma forma de atención de los que carecen de tales limitaciones físicas, lo que representa más carga que beneficio al tener que adaptarse en modo forzado y precario a esos mecanismos generales o incluso a renunciar a ellos por la inexistencia de opciones diferenciales que tengan en cuenta su discapacidad (barreras de acceso negativas).
Específicamente, la Corte ha señalado que respecto de las personas con limitaciones auditivas, de habla o de visión graves, la Constitución establece una protección constitucional reforzada orientada al establecimiento de condiciones reales de inclusión social (arts. 13, 47 y 54; art.2)
, lo que se extiende a: (i) la proscripción de medidas discriminatorias o excluyentes; (ii) la remoción de obstáculos y barreras de acceso a sus derechos de ciudadanía política, civil y social; (iii) las acciones afirmativas o de discriminación positiva, que les permitan acceder, en igualdad de condiciones, al goce de sus derechos fundamentales; y (iv) las políticas de prevención, rehabilitación e integración social.
 Se trata entonces de una equiparación efectiva de oportunidades para el goce de los derechos que se reconocen a toda persona
. 
Este mandato constitucional de igualación a través de acciones afirmativas de diferenciación positiva, se ha desarrollado, entre otras, en las Leyes 361 de 1997
, 982 de 2005
 y 1145 de 2007
…

En el caso de las personas sordas que no desarrollaron el lenguaje oral, el lenguaje de señas se convierte en su lengua materna y, por ende, en una forma de comunicación legalmente protegida, que tiene una clara relevancia constitucional cuando se trata del acceso de las personas sordas y sordociegas a sus derechos fundamentales…”

La Ley 982 de 2005, “por la cual se establecen normas tendientes a la equiparación de oportunidades para las personas sordas y sordociegas”, consagra tres reglas relevantes sobre el particular: (i) la “lengua de señas” es la “lengua natural” de las comunidades de sordos y forma parte de su patrimonio cultural (artículo 1-10); la Lengua de Señas en Colombia, para quienes no pueden desarrollar lenguaje oral, se entiende y se acepta como idioma necesario de comunicación de las personas con pérdidas profundas de audición y, las sordociegas, que no pueden consiguientemente por la gravedad de la lesión desarrollar lenguaje oral (art.2º)
; la función del intérprete de lengua de señas de Colombia es necesaria en situaciones de carácter oficial ante las autoridades competentes o “cuando sea requerido para garantizar el acceso de la persona sorda y sordociega a los servicios a que tiene derecho como ciudadano colombiano”. (se subraya) (art. 6). 

En este contexto, la misma ley define como “derecho humano inalienable” de toda persona sorda “el derecho de acceder a una forma de comunicación, ya sea esta la Lengua de Señas Colombiana o el oralismo” (Art.22). Además, establece que toda forma de represión al uso de una Lengua de Señas, tanto en espacios públicos como en espacios privados, “será considerada como una violación al derecho de libre expresión consagrada en la Constitución”. 

En consecuencia, le asistió razón al actor al formular la acción popular en procura de preservar los derechos de ese grupo poblacional, pues la entidad accionada desconoció los derechos que tienen las personas sordas y sordociegas a acceder a los servicios que ofrece, en similares condiciones a quienes no padecen esa clase de discapacidad.

Por tanto, se revocará la sentencia impugnada y para proteger el derecho al acceso a los servicios públicos y a que su prestación sea eficiente y oportuna, se ordenará a Comfamiliar Risaralda, sucursal del municipio de La Virginia, ubicada en la  carrera 8ª, sin número, contiguo al 6-27, que dentro de los treinta días siguientes a la ejecutoria de esta sentencia, incorpore dentro de su programa de atención al cliente, el servicio de profesional intérprete y guía intérprete para personas ciegas y sordociegas, fijando en lugar visible la información correspondiente con identificación del lugar o lugares donde podrán ser atendidas. 
Además, se adicionará la sentencia en el sentido de ordenar a la entidad accionada que de conformidad con lo previsto por el artículo 42 de la Ley 472 de 1998, en el término de cinco días preste garantía bancaria o póliza de seguros, por la suma de $5.000.000 para garantizar el cumplimiento de la misma.
Se conformará un comité para la verificación del cumplimiento de la sentencia.

De conformidad con el numeral 4º del artículo 365 del CGP, se condenará en costas, en ambas instancias, a la parte demandada, porque la sentencia que se revisa será totalmente revocada.
La liquidación respectiva la realizará el juzgado de primera instancia, de acuerdo con el artículo 366 de la misma obra, sin que por tanto, se fijen las agencias en derecho en esta providencia, de acuerdo con los cambios que en materia procesal introdujo el código citado al de Procedimiento Civil en esa materia y siguiendo de cerca el criterio plasmado por el Magistrado Duberney Grisales Herrera, plasmado en auto del 16 de octubre del año 2016, en el expediente radicado con el No. 2015-00202-01, que en relación con el tema, dijo:

“En efecto, el enunciado normativo del artículo 365-2º, CGP, derogó expresamente el agregado que le había hecho la Ley 1395 de 2010, al artículo 392-2º, CPC, que prescribía que en la misma providencia decisoria se fijaba el valor de las agencias en derecho.  Y tal modificación pretende acelerar esos trámites, al evitar más autos y sus implicaciones procedimentales, todo en el marco finalístico de esa Ley “adoptar medidas para la descongestión judicial”.

Para mejor comprensión del propósito perseguido con la reforma del CGP, al eliminar esa potestad, importa relievar la exposición de motivos del informe de ponencia para primer debate, de ese Estatuto, que dijo en su momento
: “(…) Al numeral segundo de la norma se le suprimió el deber del juez de la respectiva instancia fijar las agencias en derecho que se hayan causado en el trámite del que haya conocido. Lo anterior se debe a que, como se explicará en la modificación al artículo que sigue, se propone concentrar la liquidación de costas y agencias en derecho en un único momento, ante el juez de primera instancia (…)”. (Sublíneas de esta Sala). Y luego prosigue: “(…) En este artículo se realizan algunas modificaciones para concentrar la liquidación de las costas y las agencias en derecho de todas las instancias a un único momento, luego de proferirse el auto de obedecimiento a lo resuelto por el superior, y hacer más eficiente el trámite de liquidación de costas (…)”.  Todo el resaltado es propio de esta Sala.
Y lo dicho bien se refleja en el nuevo enunciado normativo del artículo 366, CGP, cuando dispone: “Las costas y agencias en derecho serán liquidadas de manera concentrada en el juzgado que haya conocido del proceso, en primera o única instancia, inmediatamente quede ejecutoriada la providencia que le ponga fin al proceso o notificado el auto de obedecimiento a lo dispuesto por el superior, (…)”, la mera lectura de esta hipótesis enseña que la labor procesal radica en cabeza del fallador de única o primera instancia, a diferencia de lo que estatuía la regla anterior, que decía: “de la respectiva instancia o recurso”.  Sobreviene concluir que, no de otra forma podría entenderse que se haga en forma “concentrada”.

Y es justamente, en la línea de pensamiento apuntada, que la regla del ordinal 3º, del mismo canon, estipula que: “(…) y las agencias en derecho que fije el magistrado sustanciador o el juez, (…)”, cuando actúe en la instancia mencionada en el encabezado de la norma (Primera o única instancia).  En este aparte debe reconocerse que otra intelección, no solo sería fruto de una lectura insular del numeral, sino que desatendería el mandato de hacerla en forma “concentrada”, que tiene una marcada teleología: brindar mayor celeridad a este trámite, concreción patente de los principios procesales de economía y celeridad. 

A partir de lo explicado, reluce que cuando el numeral citado, alude a las agencias fijadas por el “magistrado sustanciador”, se refiere a las que deban tasarse en los procesos de única instancia que conozca (Por ejemplo, el recurso extraordinario de revisión o de anulación), y no en aquellos de segunda instancia.

Con lo razonado, evidente es la discrepancia de esta judicatura, con el parecer sobre el artículo 365-3º, parte final del CGP, del maestro López Blanco, en su reciente obra
.  Se itera, darle este alcance doctrinario, desnaturaliza la intención del legislador instrumental, de unificar en una etapa la liquidación de costas y agencias en derecho. 

Amén de lo discernido, que es suficiente, llámase la atención sobre el derecho de contradicción, como garantía para controvertir el auto aprobatorio.  Aceptar la tesis de que la fijación la hace quien resuelve, y no únicamente el juez del conocimiento, elimina la apelación de esa providencia.

Adviértase que si las agencias en derecho, producto de una condena en segunda grado, se fijaran por quien adoptó esa decisión, el juez de primera, luego de aprobar la liquidación, al resolver la reposición (Artículo 366-5º, CGP), inexorablemente tendría que escrutar una providencia de su superior funcional, lo que desde luego desquicia el diseño del sistema instrumental, acaso incurriría en una causal de nulidad (Artículo 133-2º, CGP); y si solo se trata de la apelación, el juez decidiría una alzada, que si bien ataca un auto del a quo, en el fondo es su propia determinación, que tasó las agencias.

Por último, no huelga anotar que la variación que introduce el CGP, en cuanto antes correspondía al funcionario que adelantaba la respectiva instancia, para ahora encargar la tasación de agencias en derecho, al juez de primer grado, prohíja la concentración (Celeridad y economía), y en nada desdice de una función que está reglada, según las regulaciones del CSJ, por manera que es un estudio limitado a aplicar las orientaciones allí plasmadas, no demandan que sea única y exclusivamente, quien tramitó la instancia…”

Se denegará la solicitud impetrada por el actor en cuanto a compulsar copias con destino a la Procuraduría para que remueva del cargo a los funcionarios que inasistieron a las diferentes audiencias realizadas en el proceso, como quiera que el fin de esta acción es la protección de derechos colectivos vulnerados, mas no el de tramitar ese tipo de peticiones, las cuales, además, puede presentarlas directamente el interesado.
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Civil - Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,  
F A L L A   :

1° REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, el 14 de diciembre de 2016, en la acción popular que promovió el señor Javier Elías Arias Idárraga contra Comfamiliar Risaralda, con sede en ese municipio.  
2º. AMPARAR el derecho colectivo al acceso a los servicios públicos y a que su prestación sea eficiente y oportuna. En consecuencia, se ordena a la referida entidad que dentro de los treinta días siguientes a la ejecutoria de esta sentencia, incorpore dentro de su programa de atención al cliente, en su sede ubicada en el municipio de La Virginia, en la carrera  8ª, sin número, contiguo al 6-27, el servicio de profesional intérprete y guía intérprete para personas ciegas y sordociegas, fijando en lugar visible la información correspondiente con identificación del lugar o lugares donde podrán ser atendidas. 
3º. ADICIONAR la sentencia en el sentido de ordenar a la entidad accionada que, de conformidad con lo previsto por el artículo 42 de la Ley 472 de 1998, en el término de cinco días preste garantía bancaria o póliza de seguros, por la suma de $5.000.000 para garantizar el cumplimiento de la misma.
4º. CONFORMAR el comité para la verificación del cumplimiento de esta sentencia, integrado por el juzgado de primera instancia, las partes y el Ministerio Público.

5º.CONDENAR a la parte demandada a pagar al demandante las costas causadas en ambas instancias, las que serán liquidadas por el juzgado de primera instancia, de acuerdo con el artículo 366 del CGP.
6º. DENEGAR la petición elevada por el actor, para que se expidan copias a la Procuraduría con el fin de que se remuevan funcionarios de esa entidad.
No siendo otro el objeto de la presente, se termina.

Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 

DUBERNEY GRISALES HERRERA
EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Ver folio 86, cuaderno No. 1


� Magistrado Ponente: Dr. Mauricio González Cuervo.


� Sobre los colectivos de personas discapacitadas como minorías discretas u ocultas ver sentencias T-207 de 1999 y C- 076 de 2006, entre otras. Sobre el juicio de igualdad respecto de normas que afectan a estos colectivos se puede revisar la Sentencia C-673 de 2001.


� Declaración de Derechos de los Impedidos. Resolución 3447 de 1975, Asamblea General de la ONU: “3. El impedido tiene esencialmente derecho a que se respete su dignidad humana. El impedido, cualesquiera sean el origen, la naturaleza o la gravedad de sus trastornos y deficiencias, tiene los mismos derechos fundamentales que sus conciudadanos de la misma edad, lo que supone, en primer lugar, el derecho a disfrutar de una vida decorosa, lo más normal y plena que sea posible. (se subraya)


� Sentencia C- 076 de 2006, M.P. Jaime Córdoba Triviño.


� Art. 2 Ley 1145 de 2002: “Equiparación de oportunidades: Conjunto de medidas orientadas a eliminar las barreras de acceso a oportunidades de orden físico, ambiental, social, económico y cultural que impiden al discapacitado el goce y disfrute de sus derechos”. 


�Por la cual se establecen mecanismos de integración social de las personas con limitación y se dictan otras disposiciones. El artículo 2 de la ley, integra además, la aplicación de la Declaración de los Derechos Humanos proclamada por las Naciones Unidas en el año 1948, en la Declaración de los Derechos del Deficiente Mental aprobada por la ONU el 20 de diciembre de 1971, en la Declaración de los Derechos de las Personas con Limitación, aprobada por la Resolución 3447 de la misma organización, del 9 de diciembre de 1975, en el Convenio 159 de la OIT, en la Declaración de Sund Berg de Torremolinos, Unesco 1981, en la Declaración de las Naciones Unidas concerniente a las personas con limitación de 1983 y en la recomendación 168 de la OIT de 1983.


� “Por la cual se establecen normas tendientes a la equiparación de oportunidades para las personas sordas y sordociegas”


� Por medio de la cual se organiza el Sistema Nacional de Discapacidad y se dictan otras disposiciones.


� Ratifica el mandato contenido en el artículo 68 de la Ley 361 de 1997, que dispone: “El lenguaje utilizado por personas sordas, es un medio válido de manifestación de la voluntad y será reconocido como tal por todas las autoridades públicas y privadas.”


� INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE LEY 159 DE 2011 SENADO, 196 DE 2011 CÁMARA por la cual se expide el Código General del Proceso y se dictan otras disposiciones, Gaceta del Congreso No.114 de 28-03-2012, Colombia [En línea]. 2012 [Visitado el 05-10-2016]. Disponible en internet: http://www.imprenta.gov.co/gacetap/gaceta.nivel_3.


� LÓPEZ BLANCO, Hernán Fabio. Ob. cit., p.1059.
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